STJSL-S.J. – S.D. Nº  004 /15.-

---En la Ciudad de San Luis, a diecinueve días de febrero de dos mil quince, se reúnen en Audiencia Pública los Sres. Ministros OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URÍA y  HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ - Ausente en este acto el Dr. FLORENCIO DAMIAN RUBIO, por encontrarse en uso de Licencia - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar  sentencia en los autos: “VEGA, ANALIA ELIZABETH c/ VIDALES, GUSTAVO ADOLFO s/ FILIACION - RECURSO DE CASACION”   IURIX  Nº 183431/9. 

Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres.: FLORENCIO DAMIAN RUBIO (quien emitiera su voto el día 21/08/2014), que al encontrarse en uso de Licencia, toma el lugar de primer votante el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ el día 02/02/2015, continuando con el orden de votación los Dres. OSCAR EDUARDO GATICA y OMAR ESTEBAN URÍA.-

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en la sentencia recurrida alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del C.P.C. y C.?

III) Caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse de la ley en el caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas? 

A LA PRIMERA CUESTION, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ Dijo: 1) Que a fs. 117/118 y vta. la parte actora interpone recurso de casación contra el Auto Interlocutorio Nº 119 de fecha 07/08/12 dictado por la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil Comercial Laboral y Minas Nº 2 de la Segunda Circunscripción Judicial, obrante a fs. 112/114 y vta., que resuelve rechazar la apelación concedida a fs. 91, confirmando en consecuencia la Interlocutoria Nº 92 de fecha 21/06/2011 (fs. 76/79) apelada, con costas por su orden. En el mismo escrito plantea la inconstitucionalidad del art. 290 del CPC y C., que impone la obligación de acompañar la constancia de depósito a los fines de admitir la casación, en virtud de lesionar el mismo la norma del art. 16 de la Carta Magna Nacional. A fs. 120/122 y vta., la parte actora acompaña copia de la demanda por la que promueve el beneficio de litigar sin gastos solicitando “expresamente se conceda el mismo por no poder afrontar el depósito del art. 290 del CPCC y la tasa de justicia”. 
El recurso de casación es fundado a fs. 124/126 y se encuadra en lo normado por el art. 287 inc. a) y b). Sostiene la recurrente que en la resolución atacada no se aplican normas que regulan la materia de filiación, como así también existe una errónea interpretación de la normativa legal al momento de dictar la resolución atacada, en la que la parte funda la competencia territorial en materia de filiación. 
Que corrido traslado a la contraria, el mismo no es contestado. 
A fs. 136, contesta vista la Oficina de Contralor de Tasas Judiciales, sin objeciones. 
2) Que a fs. 138/139, obra dictamen del Sr. Procurador General, que se expide por el rechazo del recurso de casación, dictamen al que remitimos brevitatis causae. 
3) Que corresponde determinar si se ha dado cumplimiento a las exigencias establecidas por los arts. 286 y Ss. del C.P.C. y C. a los efectos de la admisión del recurso en estudio.
Del estudio del expediente surge que la parte actora se notificó de sentencia interlocutoria impugnada en fecha 08/08/12, según constancia de fs. 115, habiéndose interpuesto la casación a fs. 117/118 y vta. en fecha 13/08/12, y es fundado el día 23/08/12, según cargo de fs. 126, por lo que el recurso en análisis luce tempestivo. (art. 289 CPC y C). 
Ahora bien, en lo que respecta al depósito previo exigido por el art. 290 del C.P.C. y C., se observa que no se acompaña boleta de depósito bancario al deducir la casación, poniendo en conocimiento la recurrente a fs. 118 y vta., que por la imposibilidad de afrontar el mismo y para el caso que se rechace el pedido de inconstitucionalidad del art. 290 del CPC y C, el inicio de un beneficio de litigar sin gastos (Expte. Nº 238142/12), cuya concesión no surge debidamente acreditada en la causa. 
Así, a fin de analizar si se configura en la especie la eximente invocada, cabe señalar que si bien es cierto que quien ha obtenido un Beneficio de Litigar sin Gastos, por sentencia definitiva, se encuentra exento del cumplimiento del requisito de pago del depósito judicial, establecido en el referido art. 290 del C.P.C. y C., tal como fuere sostenido por este Tribunal en los autos “Guerrero, Graciela Nancy por su hija Erica Vanesa Limonta c/ Ana Maria Tello - Reivindicación – Recurso de Casación”, Expte. Nº 08-G-2004 STJSL-S.J. Nº 41/06, y “Frontera Jacqueline por su hija menor c/ Miguel Atilio Muñoz – D. y P. – Caducidad del Recurso de Casación”, Expte. Nº 16/F/2006” STJSL-S.J.N° 4/09, a cuyos fundamentos corresponde remitir en honor a la brevedad, es necesario para ello que se acredite la concesión del referido beneficio en tiempo y en forma. Es decir, que al interponer el recurso, la actora debió adjuntar copia de la respectiva sentencia de concesión, lo que no aconteció en autos. 
Al respecto, cabe destacar que es criterio de este Tribunal que al revestir el recurso de casación carácter extraordinario, excepcional y eminentemente restrictivo, su admisibilidad y procedencia deben juzgarse con sujeción estricta a las disposiciones legales que lo reglan, siendo el depósito un requisito de admisibilidad, que debe cumplirse cabal y estrictamente en su total magnitud (Cfr. STJSL SJ Nº 2/09 “Rodríguez Antonio c/ Coselava S.A. y/u otro – Dem. Laboral – Recurso de Casación”, de fecha 24/02/2009, entre otros).
Precisamente por ser un recurso excepcional y de carácter restrictivo, el requisito del depósito, al momento de su interposición, ha sido siempre exigido por el ordenamiento procesal, y la forma de eximirse del mismo es mediante la sentencia firme que concede el beneficio de litigar sin gastos. Por lo que debe rechazarse el planteo de inconstitucionalidad del art. 290 del CPC y C por inadmisible. 
Asimismo, y en concordancia con lo dictaminado por el Sr. Procurador General a fs. 138/139, considero que no se cumple con la exigencia del art. 288 que expresamente prevé que el recurso no podrá fundarse en violaciones a normas procesales, como así tampoco la resolución atacada reviste el carácter de definitiva.  En efecto, la excepción de incompetencia es un instituto estrictamente procesal. 
Que conforme lo dispuesto por el art. 288 ya citado, las cuestiones de índole procesal no abren el reme​dio jurídico intentado, y así lo tiene resuelto en forma inva​riable este Tribunal, interpretando el dispositivo legal ci​tado, siguiendo la tesitura expuesta en autos. (Cfr. STJSL: "Suárez  José Ramón  c/ Banco Francés – Suc. Villa Mercedes.  Dem. Sumarísima. Recurso de Casación, 09/03/06; Bustos Isabel Ponciano c/ Dellepiane San Luis S.A  – D. y P.- Recurso de Casación”, 28/05/08, entre otros.).
Este Alto Cuerpo ha sostenido que: “La fundamentación del recurso exige la demostración del error jurídico que se le atribuye a la sentencia, no siendo tema de la vía casatoria cuestiones referidas a normas procesales (facultades ordenatorias del proceso art. 36 y límites a los poderes del Tribunal de Alzada, art. 277), en virtud de lo expresamente establecido por el art. 288 del C.P.C.; como así tampoco la "constitucionalidad o no" de la Ley de Riesgos de Trabajo, ni la arbitrariedad en la decisión cuestionada, toda vez que existe otro recurso específico (y en trámite) para ventilar dichas cuestiones. (Cfr. “Rivadeneira, Miguel Ángel vs. Sagema S.A. s/ Daños y Perjuicios - Recurso de casación” /// Superior Tribunal de Justicia, San Luis; 31-07-2008; Sumarios Oficiales Poder Judicial de San Luis; RC J 1168/13).
Asimismo, la resolución atacada no reviste el carácter de sentencia definitiva. Corresponde vincular el concepto de sentencia definitiva con la posibilidad de cancelar vías aptas para lograr la reparación que corresponde por derecho, pues mientras la cuestión pueda renovarse en otra oportunidad, o en otro juicio, se cierran los carriles idóneos para la apertura de este recurso. (Cfr. Ayuch Tarchini, Sara Natalia vs. Cooperativa La Unión Ltda. s/ Haberes adeudados - Casación /// Superior Tribunal de Justicia, Santiago del Estero; 13-08-1996; Infojus; RC J 9444/12, en http://www.rubinzal.com.ar/jurisprudencia  acceso 14/08/14).-
“Las resoluciones mediante las cuales el tribunal interviniente se limita a declarar su incompetencia para entender en la causa, resolución que es confirmada al declararse perimida la segunda instancia, no reviste, en principio, la calidad exigida por el art. 384 del CPC, para ser susceptible de impugnación extraordinaria por cuanto, con ello, no se valora en modo alguno la cuestión sustancial ventilada en el proceso, quedando a salvo para el actor la posibilidad de promover la acción ante la sede pertinente”. (Cfr. T.S.J. Córdoba, Sala Civil y Comercial, A. Int. Nº 145 de fecha 28/05/03, “Righetti, Juan Domingo c/ Municipalidad de Villa Nueva - Fijación Valor Vocativo - Rec. De Casación” en Actualidad Jurídica Nº 44, Pág. 2645, citado en Recurso de Casación, Visión Jurisprudencial, Manuel A. González Castro-Director, Ed. Nuevo Enfoque Jurídico, año 2006.).-

La definitividad del fallo constituye uno de los requisitos esenciales de admisibilidad del recurso. Su concepto se halla ligado con la cosa juzgada material o sustancial, entendida ésta como el atributo que la ley le asigna a la sentencia firme, para que el caso concreto resuelto por ella, se mantenga inmutable para el futuro como garantía de seguridad jurídica. Por ello cabe en principio, descartar como impugnables toda clase de resoluciones que no pueden adquirir tal carácter.-       
Que por lo antes expuesto y en conformidad con lo dictaminado por el Sr. Procurado General, advirtiendo el incumplimiento por parte del recurrente 
///…

de los recaudos exigidos, que constituyen la llave para la apertura del recurso, corresponde declararlo formalmente improcedente.-
Los Señores Ministros Dres OSCAR EDUARDO GATICA y OMAR ESTEBAN URÍA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTION, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ Dijo: Dado la forma como se ha votado la cuestión anterior, no corresponde su tratamiento. ASI LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres OSCAR EDUARDO GATICA y OMAR ESTEBAN URÍA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTION, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ Dijo: Que, en consecuencia corresponde rechazar el recurso de casación articulado.  ASI LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres OSCAR EDUARDO GATICA y OMAR ESTEBAN URÍA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTION, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ  Dijo: Costas al recurrente vencido. ASI LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres OSCAR EDUARDO GATICA y OMAR ESTEBAN URÍA, comparten lo expresado por el Sr. Ministro Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:
                                                                                                 ///…

///…
San Luis, febrero diecinueve de dos mil quince.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el Recurso de Casación articulado.

II) Costas al recurrente vencido.-

REGISTRESE  y  NOTIFIQUESE.-

No firma la Dra. LILIA ANA NOVILLO, por encontrarse excusada.-

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URÍA  y HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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